
  

INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., agosto nueve (09) de dos mil veintitrés (2023). Al despacho de la 

señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la 
presente acción de tutela la cual se radico bajo el No. 2023-323. Sírvase 
proveer. 

 
 

LUZ MILA CELIS PARRA  
SECRETARIA. 

 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., agosto nueve (09) de dos mil veintitrés (2023) 
 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 
Juzgado procede  a  dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 

2023-323, instaurada por la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. contra la 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO por vulneración al 

derecho fundamenten de petición. 

 
En consecuencia, líbrese oficio con destino a la SUPERINTENDENCIA DE 
NOTARIADO Y REGISTRO, con el fin de que se pronuncie sobre los hechos de 
la acción de tutela y pretensiones expuestas en el escrito de mentada acción, 

especialmente sobre la petición presentada el 03 de febrero de 2023. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ,  

 

                                         Original firmado por: 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 
        

 
/pl. 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por anotación en 

estado: 
 

No. 134 del 10 de agosto de 2023 
 
 

LUZ MILA CELIS PARRA  
SECRETARIA 



 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

                                                 

TUTELA NÚMERO  296-2023 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

                Bogotá D.C., agosto nueve (09) de dos mil veintitrés (2023) 

  

OBJETO DE LA DECISION 

 

Procede el Despacho a resolver la acción de tutela instaurada por la señora 

AURA MARINA OLIVA HERRERA, identificada con la Cédula de ciudadanía No 

41.566.212, representada por la Dra. ALEJANDRA JANETH SALGUERO ABRIL, 

identificada con C.C. No. 23.694.390 y T.P. No. 148.986 del C.S. de la J., contra 

la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, por 

vulneración a los derechos fundamentales de la vida en condiciones dignas, al 

mínimo vital, a la salud en conexidad con la vida, a la seguridad social. 

 

ANTECEDENTES 

 

La señora AURA MARINA OLIVA HERRERA presenta acción de tutela contra 

la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, a 

fin de que se ordene a COLPENSIONES restablecer el derecho al reconocimiento 

de la pensión reconocida  mediante Resolución GNR 344875 del 02 de obture de 

2014 y como pretensión subsidiaria solicita que de manera transitoria se conceda 

la pensión de vejez hasta tanto la jurisdicción ordinaria defina lo pertinente. 

 

       ACTUACION  DEL DESPACHO 

 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante providencia de julio veintiséis (26) de dos mil veintitrés 

(2023), dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar mediante  

oficio a la entidad accionada y la vinculada, a fin de que ejercieran su derecho 

de defensa y contradicción frente a los hechos  y pretensiones indicados por la 

parte accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta 

providencia.    

 



 

1.- La accionada COLPENSIONES  en el término concedido allegó respuesta 

en la que en algunos de sus apartes refiere lo siguiente: 

 

“En principio, es pertinente señalar que la pretensión desnaturaliza este mecanismo de 
protección de carácter subsidiario y residual frente a los derechos invocados cuando no 
han sido sometidos a los procedimientos pertinentes e idóneos para su solución; 
desconociendo así la norma constitucional, ya que este no es el mecanismo para realizar 
este reconocimiento. Sumado a lo anterior, lo que se pretende debatir en este escenario 
son pretensiones abiertamente litigiosas y que debe ser objeto de debate a través de un 
proceso ordinario, por lo que debe tenerse en cuenta que decidir de fondo las pretensiones 

del accionante y acceder a las mismas, invade la órbita del juez ordinario y su autodominio, 
pero además excede las competencias del juez constitucional, en la medida que no se 
probó vulneración a derechos fundamentales, ni la existencia de un perjuicio irremediable 
que haga viable proteger derecho alguno.  

 
No obstante lo anterior y dando alcance al memorial No. 2023_12453006-2035095 de 
fecha 31 de julio de 2023, nos permitimos informar que en atención a la presente acción 

de tutela, se elevó consulta mediante concepto de área No. 2023_12675470 con la 
Gerencia de Prevención del Fraude quien informó:  
En el caso se llevaron a cabo validaciones preliminares con el fin de atender reporte de 
presuntos hechos de fraude en solicitud de trámite de cálculo actuar y mediante informe 
de 24 de octubre de 2022, se determinó que: 

 

 
 

Dando continuidad al trámite establecido en la referida norma, y como consecuencia de los 
resultados de la etapa previa, se procedió a dar inicio y llevar a cabo la respectiva Investigación 
Administrativa  
Especial así:  
1) Las investigaciones administrativas especiales son un procedimiento administrativo reglado en 
cumplimiento del debido proceso conforme a lo establecido en la Resolución 016 de 2020, 
atendiendo a sus términos y etapas procesales, norma que se adjunta para su conocimiento, el del 
juez y fines pertinentes, y la cual acata lo establecido en sentencia SU – 182 de 2019;  



 

2) En lo que respecta a la Investigación administrativa especial en el caso concreto, se llevó a cabo 
IAE No. 594-21 en razón a la ocurrencia de presuntos hechos de fraude en el otorgamiento de una 
pensión de vejez a favor de la señora AURA MARINA OLIVA HERRERA.  
3) Que, respecto de las actuaciones desplegadas dentro de la referida actuación administrativa se 
tiene en concreto que:  
• Se profirió Auto de Apertura No. GPF 0902 de 4 de octubre de 2021, en razón a los hechos referidos 
en el mismo auto que se adjunta.  
• Finalmente, después de realizar el análisis desde la arista de fraude de todo el caso, se emitió Auto 
de Cierre No. GPF 0793 de 3 de mayo de 2022 de, donde se realizó el estudio de todas las pruebas y 
documentos del caso.  
• Todo lo anterior debidamente comunicado al ciudadano investigado conforme a lo establecido en 
la Resolución 016 de 2020, como se indicó previamente, norma vigente para la época.  
4) Es necesario reiterar, que las direcciones usadas por la GPF para efectos de comunicación de actos 
administrativos son las mismas aportadas por los ciudadanos en los Formatos de Solicitud de  
Reconocimiento Prestacional; sin embargo, y con el fin de garantizar el debido proceso, se realiza la 
verificación en los sistemas de la entidad para comunicar también a la última dirección actualizada; 
no obstante, no se puede dejar de lado el deber que asiste a todos los ciudadanos conforme a lo 
establecido en la Ley 1581 de 2012, de realizar la actualización de sus datos ante las entidades 
públicas administran datos de los mismos, cuando así requiera; por último,  
5) Que adicionalmente se informa que para la GPF la actuación administrativa ya fue finalizada 
conforme a lo establecido por la Resolución 016 de 2020 ya previamente citada, por lo que se 
procedió a comunicar su resultado a la Dirección de Prestaciones Económicas (consultar en el 
aplicativo), dependencia ante la que se encuentra el caso a la fecha y que se encarga de dar trámite 
a la revocatoria o no de los actos administrativos de reconocimientos prestacionales, así como a las 
demás áreas involucradas en el caso concreto.  
6) Por último y desde el punto de vista constitucional, la Investigación Administrativa Especial finalizó 
su trámite en el año 2022, atendiendo todos los preceptos del debido proceso; por lo que no se 
considera acorde al principio de inmediatez de la acción constitucional de tutela pretender desvirtuar 
una actuación después de un año de haberse surtido la misma conforme a las normas legales y 
reglamentarias que la regulan. (…)” 
 

PROBLEMA JURIDICO 

 

Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si la accionada 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 

vulnera los derechos fundamentales constitucionales de la vida en condiciones 

dignas, al mínimo vital, a la salud en conexidad con la vida, a la seguridad social 

de la señora AURA MARINA OLIVA HERRERA, al haber suspendido su derecho 

pensional y en consecuencia se debe restablecer el mismo de forma permanente 

o transitoria como pretensión subsidiaria. 

 
                          PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la a Política de Colombia,  en 

su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de procedimiento preferente 

y sumario, que  todo ciudadano tiene ante los jueces de la República, para que 

por ella misma o interpuesta persona reclame la protección de sus derechos 

fundamentales vulnerados  por alguna autoridad pública o particular, mediante 

acción u omisión propia. 

 



 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos: 

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

De los hechos narrados se desprende que la presente acción se centra en la 

obtención de pronunciamiento sobre las pretensiones enunciadas en el acápite 

de antecedentes de la presente providencia. 

 

Para decidir es del caso hacer las siguientes: 

 

                              CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela: 

La Acción de  Tutela,  es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los  

derechos  fundamentales  y  su  finalidad  es  la  protección  de  los mismos 

frente a acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que 

tiendan a menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter  

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica  institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Política, penúltimo 

inciso, desarrollado en  el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 es  

condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el afectado 

disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y precisa, 

confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto,  tenemos que una de las pretensiones invocadas se  centra 

en el restablecimiento de una mesada pensional que fue suspendida por la 

accionada. 

 



 

Sobre el particular, Derecho a la Dignidad Humana, conviene señalar lo 

sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la Sentencia T-335 

de 2019: 

“(…) que el derecho a la dignidad humana debe entenderse bajo 2 dimensiones: a partir de 
su objeto concreto de protección y con base en su funcionalidad normativa. En relación con 
el primero, este Tribunal ha establecido 3 lineamientos claros y diferenciables: i) la dignidad 
humana como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según 
sus características; ii) la dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales 
concretas de existencia; y iii) la dignidad humana como intangibilidad de los bienes no 
patrimoniales, de la integridad física y moral o, en otras palabras, la garantía de que los 
ciudadanos puedan vivir sin ser sometidos a cualquier forma de trato degradante o humillante 
(…)”. 
 
“(…) derecho a la dignidad humana implica garantizar las condiciones necesarias para una 
existencia materialmente apropiada y acorde con el proyecto de vida que cada ciudadano le 
imprime a su devenir. Igualmente, este principio constitucional privilegia la autonomía 
personal como requisito elemental de una sociedad democrática y pluralista, en el sentido de 
que constituye la expresión de la capacidad de autodeterminación, de la potestad de exigir 
el reconocimiento de ciertas condiciones materiales de existencia o la manifestación de la 
intangibilidad de la integridad física y moral, por lo que existe un mandato imperativo de las 
autoridades y de los particulares, para que adopten las medidas necesarias de protección 
indispensables para salvaguardar los bienes jurídicos más preciados para el Estado (…)”. 

 

En lo atinente al Derecho a la Seguridad Social la Corte Constitucional ha 

señalado en algunos de los apartes de la Sentencia C-083 de 2019, lo siguiente: 

 
“(…) De acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política la seguridad social es un derecho 
irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de un servicio público, bajo la 
dirección, coordinación y control del Estado, fundado en los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. Al tratarse de un derecho social fundamental requiere para su 
realización efectiva un desarrollo legal, la implementación de políticas encaminadas a obtener 
los recursos necesarios para su materialización, así como la provisión de una estructura 
organizacional, que conlleve a la realización de prestaciones positivas, para asegurar unas 
condiciones materiales mínimas de exigibilidad”. 
 
“Para ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social, se han utilizado diversos 
métodos, uno de ellos es habilitar tanto a las entidades públicas, como privadas a prestar 
los servicios, bajo estrictos criterios de control y protección de sus recursos, de manera que 
no puedan destinarse, ni utilizarse para fines distintos a los de cumplir y satisfacer las 
prestaciones que de ella emanan y que son múltiples. Así mismo se han introducido, de 
acuerdo con la necesidad de cada Estado, principios técnicos para la indemnización de los 
riesgos sociales, que garanticen medios de existencia tanto como sea posible”. 
 
“Esta Corporación ha explicado cómo se han venido transformando las formas de indemnizar 
tales riesgos sociales, no solo en cuanto a las técnicas usadas, sino a la finalidad pretendida, 
específicamente al plantear la conversión del seguro social al de seguridad social entendida 
como derecho social fundamental”. 
 
“Esta conversión se realizó en la Ley 100 de 1993, que tal como lo explicó en su momento 
la sentencia C-408 de 1994, procuró que la seguridad social tuviese una cobertura integral 
de las contingencias y para ello se ocupó tanto de la salud, como de los riesgos asociados a 
la vejez, la invalidez, la muerte, el desempleo y la pobreza”. 
 
“Especialmente la protección de la vejez, que se asienta en deberes de humanidad ante el 
debilitamiento del ser humano y que, por razón de justicia social, garantiza el descanso en 
contrapartida al esfuerzo que ha implicado vivir y trabajar, se realiza en el sistema de la Ley 
100 de 1993 a través de la pensión y de los auxilios dispensados para quienes, pese a tener 
más de 65 años, carecen de rentas para subsistir, además de encontrarse en condiciones de 

pobreza extrema (...)”. 

 

En cuanto al Derecho a la Vida, la Corte Constitucional el alguno de los apartes 

de la Sentencia T-444 de 1999, ha señalado lo siguiente: 

 
“En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho constitucional 
fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en cuenta las 
condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía de una 
existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue de sus 
facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que impida el 
desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete el derecho 
consagrado en el artículo 11 de la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u 
omisiones que conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de 
desaparecer son contrarias a la referida disposición superior,  sino  también todas 



 

las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla insoportable. Una 
de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o suprimirse, cuya extensión 
injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la vida de la persona, entendida 
como el derecho a una existencia digna. También quebranta esta garantía constitucional el 

someter a un individuo a un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando 
puede ser como ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con 
más veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer condiciones 
de bienestar para sus asociados”. 

 

Sin más consideraciones y revisado el contenido de la presente acción, se tiene 

que la acción invocada se centra en ordenar a la accionada se sirva restablecer 

el derecho pensional que venía devengando la accionante y que fue suspendida 

con ocasión a la revocatoria de la Resolución GNR No. 344875 del 02 de octubre 

de 2014, mediante la cual se le reconoció el derecho prestacional, de 

conformidad con el auto de cierre No. GPF- 0793-22 del 03 de mayo de 2022, 

proferido dentro de la Investigación Administrativa Especial No. 594-21. 

 

Al respecto se advierte desde ya, que tales pretensiones ni principales ni 

subsidiarias están llamadas a prosperar por esta vía, toda vez que a la 

accionante le asisten otros mecanismos de defensa para obtener lo pretendido, 

como lo es la jurisdicción ordinaria, ello en consideración a que de la revisión de 

la documental allegada con el escrito de tutela, la misma accionante mediante 

escrito del 17 de abril de 2023 solicito la revocatoria directa de la Resolución No. 

344875 del 02 de octubre de 2014, que como ya se ha indicado, fue la que le 

reconoció la pensión de vejez, de modo tal, que expresó su voluntad la cual fue 

aceptada por Colpensiones, y la legalidad o engaño que según manifiesta la parte 

accionante se encontrara sujeto a lo que se defina en la justicia ordinaria, misma 

suerte sobre el análisis de fraude que no le es dable pronunciarse a este 

Despacho a través del mecanismo subsidiario de tutela, siendo del caso declarar 

improcedente la acción que nos ocupa por las razones ya expuestas.  

                                    

DECISION 

 

En Mérito de lo expuesto, el  Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La Republica De Colombia y por 

autoridad de la Ley.  

                                                               

                                       R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de TUTELA invocada por la 

señora AURA MARINA OLIVA HERRERA, identificada con la Cédula de 

ciudadanía No 41.566.212 contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 



 

PENSIONES COLPENSIONES, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

  

SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito.  
 

TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE                                        

 

LA JUEZ,         Original firmado por: 

                                       LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

/pl. 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado:  

 
               No. 134 del 10 de agosto de 2023                                 

 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 
Secretaria 




























































